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i ' . Z . Ü . 3 . LA lÜfcHTlrlCAClL'H Uh LA HAlüKlA CUHU KLfcHENTU 

fcáüfa-iAi. .IAMA-IA—.i/hïfawiiB^auH ttik—timu. 
CUMFKTILNC.AL . _JÜL rKpbLfrHA L'K i.A KJLlTlCA 
HüMÜIAtMA-

L.s i*'ttirM -lei texto const i tue ionaj y nás 

concretamente d« loa arts. Í4Ò y 148 pon« de relieve ia 

utilización d« -.-uticeptoa acunados por ia ciencia 

«conoaica. Mi sanaco d« astos conceptos por parte Je ios 

operadora» jurídico« plantes dificultad«» en ora«« m su 

interpretación jurídica. Sin entrar añora a analizar ios 

probleaas relativos a ios »«todos de interpretación, 

cueation que dvsborda ampliamente ia finalidad de nuestro 

trabajo, tensaos qu« recordar que una de las principales 

reglas de ia interpretación jurídica consiste en prisar 

el sentido ordinario*-.lurldico de los térainos sobre al 

literaiisao gramatical l****. 

tín ai opinion» la dificultad de determinar de foraa 

precisa el significado Jurídico de algunas locuciones 

explicaría la no utilización de determinados títulos 

coBpetencialea C O B O regla resolutoria de conflictos entre 

instancias territoriales y ei recurso de farsa preferente 

a otros títulos habilitantes cuyt» significado parece 

taeii de desentrañar partiendo de la cultura jurídica 

convencional «*°. Determinadas actuaciones publicas en ei 

» I M "ii uso jurídico del lenguaje ordinario produce en 
•ate últiao autsciones que si no son esenciales, si 
afectan an alguna medida su significado. Lo especifico 
dal lenguaje jurídico consista en que ei Significado de 
ifii tértainoa que utiliza, procedentes en su aayor parte 
del lenguaje ordinario, lufre pog SU incorporación, a un 
vocabulario jurídico una cierta BULac ian en su 
significado originario", SA1NZ MUHEND. F.: Conemotoa 
.íuriaicm, ,, , „ intcrpxctacion , y ,, uucrec lunai idao 
adBiniatraUva. Madrid, 1976. pag 101-102. Vid. sobre 
las reglas de interpretación jurídica en general, 
TABELLO» O.: 0 i r í t L Q •,,. aflüH c igt i»,, tjg 1 • Bologna, 19/4 y 
m interpretat ione de n a i egge, niiano, IÖOU. 

•*° Sobra al valor ia la dogaática como vehículo del 
conaenao alniao necesario acerca de la naturaleza y 
contenido da iaa instituciones jurídicas vid. ALO«SO 
OàlCIà« i.: w,.,, til-i P*g. W 2 y aa. **la decisión 
constitucional que roapa con este consenso distorsiona ia 
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aabito económico pueden ser consideradas dead« Jiterantes 

perapectivaa y sobre todo pueden encajar en diferentea 

títulos conpeLenciaifS según *i elemento que :.*- considere 

mas r*i.*vsnt*. La imbricación de instrumentos manejados 

en la aplicación de una puiitica ditioulta ia subsun: ion 

de diana actuación en una determinada tiattrria, ist» 

proceso de «ubauneion •» tanto «él problematic© cutnto 

menos claro es el contenido d« dicha materia, cuanto 

•«no» identificable aea au perfil. 

Ei análisis de ia jurisprudencia constitucional an 

el aabito de las competencias eiononicas, realisado 

teniendo muy presente loa supuestos de hecho qua han 

notivsou la decision, demuestra que generalmente al T.C. 

ha recurrido a una regla de distribución de competencia.«; 

ia que se fundamenta en la atribución de ia formulación 

de las bases en una determinada materia ai Estado, en 

lugar de manejar otros títulos coapetenciaies» 

aeri a lad asente los apartados 11 ipriaara parí«) y 14. 

Seguramente esto ha sido asi porque ia inteligencia de 

estos últimos aparece mas diiíeíl para el operador 

jurídico al tener que recurrir a ciencias extrajuridicas. 

argumentar cual es el contenido funcional de las basea no 

plantea, en principio, problemas ya que la discusión, el 

razonamiento discurre a través do las pautas habituales, 

ai manejarse conceptos cuyo contenido argumentado en 

términos jurídicos permite un diálogo entre las 

difarantaa partes •**. Sin embarga determinar qué tipo de 

actuacionea encajan en al ámbito material formulado 

conatitucionalaente en loa términos de "Sistema 

monetario; divisas, cambio y convertibilidad, o Hacienda 

totalidad del ordenamiento, constituyendo ei primer 
indica de ia falta de corrección da la sentencia . (p. 
Ü 2 ) . Cf. S.T.C. 1/ISS3» de 13 ém anaro (f.Jft.la), 

a n vid. una refererencia al "diálogo" entra 
jurisprudencia conatitucional y doctrina y al rol 
funcional da asta última como control de la primara en 
ALONSO GARCIA, E op. cit., pig. 198 (eapecialaente notas 
a2 y §3), La miaaa imagen da diálogo" y da diálogo 
expreeado an términoa juridicoa en al prólogo da RUBIO 
LLOREMTB. 
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General f deuda de* Estado obliga a recurrir a datos 

•xtr Ínsteos a la interpretación constitucional; el 

significado de dicha »locución no puede extraerse 

directamente del texto constitucional» sera necesario 

»cud ir a literatura «xtrajuridiea •*•. 

Cono supuesto emblemático de la dificultad d# 

aprehender intervención«» publicas de contenido eeonóaieo 

destaca la política nonetaria. Nos referiremos brevemente 

al tratamento constitucional y estatutario de ia nisna. 

La politice moentaria tiene cono uno de »us objetivo« el 

control de ia cantidad de dinero en circulación 

entendiéndose por "dinero" un concepto maplio. Coao tal, 

no aparee» directamente en el texto constitucional pero 

ai a« utilizan otros término» que hacen referencia a 

actuación«« publica» o a técnicas que inciden en este 

cometido. In cambio lo« Estatutos d# autonomia aluden 

expresamente a la política monetaria del Istado como uno 

de lo» condicionantes de las competencias autonómicas 
mi's, 

MI Tribunal Constitucional ha aludido de forma 

recurrente a la "política monetaria" cono competencia 

estatal, pero sin precisar en ningún soaento qué debe 

**• La naturaleza discursiva del razonaaiento jurídico 
adquiérs especial relevancia en la argumentación 
constitucional. El lenguaje legal es una especie del 
lenguaje coaún y su peculiaridad reside en aspectos 
seaánticos; esta característica explica la relevancia de 
ia contextualidad en el significado. Esta diferencia 
plantea probleaas especifico« en la interpretación 
constitucional por las características de los térainos 
utilizados. En los textos constitucionales hay muchos 
térainos valorativos o cuasi descriptivos y es 
precisamente esta circunstancia ia que explica el papel 
relavante dal contexto social y politico, de los faetoree 
condicionanates del derecho. El derecho coao 
racionalización da la política exige qua la decision sea 
el resultado de un razonaaiento que pueda ser 
racionalaente presentado y también rae ionalaente 
controlad!}. fid. «ROBLESRI. J.: CanafcifcnajA« ir teoría 

general da la intarprataríián .jurídica Madrid« 1885. 

•*• art. 12.1 I.à.C. 
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entenderse por el referido conjunto de actuaciones y 

sobre todo sin drJimitar claramente en qué titulo 

habilitante se «upara iicha competència. En algunos casos 

par*»-.«? i:.' i-iir¿« <*n .«s bases de la ordenación del 

crejitu, y i-etfur amante *s|«i reside una de las 

explicaciones del amplio contenido de que han sido 

dotadas ' iss bases" ***. fero en otros se vincula a las 

funciones constitucionales del Gobierno, establecidas en 

el art. S? C,. La asignación de dichas funciones debe 

entenderse «tn relación al sistema constitucional de 

relaciones entre el Legislativo y el Ejecutivo y no 

meide en la articulación de las competencias atribuidas 

m la« diferente« instancias territoriales **•. 

Paree« que #1 conjunto de actuaciones (selección y 

splicaeión de unos instrumentos en relación a unoa fines) 

que cabe encuadrar dentro de la política monetaria pueden 

entenderse amparados en la rúbrica sistema monetario* 

Cart- 148.1,11» primera parte), lo olvidamos que dicho 

encaje plantea problema« semánticos de dos tipos **• . En 

»A« Sent. T.C. 1/1982. de 28 de enero. 

a A a Uuizás, sino nos hemos equivocado, el único caso en 
que se toma de forma especifica en consideración dicha 
materia como titulo habilitante, distinto del referido a 
las "bases de ordenación del crédito" es en la resolución 
del conflicto relativo a la autorización de un folleto de 
•misión de oblibaciones de Petronor. S.T.C. 86/1UÖ4. 19 
de octubre (fe..Ja. 'i o.). 

sis En el orden federal alemán se ha producido la misma 
problemática. La Ley Fundamental de Bonn al referirse a 
las competencias legislativas exclusivas de la Federación 
en este ámbito utiliza tres conceptos: valuta, dinero y 
moneda (art. 73.4) en la traducción empleado por PAREJO. 
En la traducción oficial se utilizan los calificativos 
"eaablario""monetario" y "de acuñación* referidos ai 
régimen . En todo caso si queda claro que con está 

trilogía se hace referencia a distintos aspectos. Bn 
primer lugar a la moneda como medio ém pago reconocido 
internacionalaente. como divisa, o sea la vertiente 
exterior. En segundo lugar al dinero" en su acepción mis 
amplia que incluya los distintos medios de pago 
legalsente reconocidos, ti tercero tiene un significado 
•is raotrletive ya que a« refiere inios y exclusivamente 
a la moneda, al dinero en sentido estricto. La referencia 
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primer lugar *.*l texto constitucional utiliza unos 

tetamos cuyo íigiui uudu ÜOÍO «ata claramente 

•»stablecido *»n relación »i ambit-j internacional. Asi, «a 

11 *¡ -ur-nt.*- y i'-i'' Ir ¿.'i is '¡l i i usrj.jn Jsl concepto O 

sistema aonatario internacional. P«re, an segundo lugar» 

una interpretation gramuticai estricta paree« excluir ia 

política aonetana da dicho »abito material, ya que 

•cabria »nttnder que ia propia Constitución ha fijado «1 

significado de sisteaa Bonetario. Únicamente se 

integrarían en dicho concepto ios tenas relativos a 

divisas, c«*bio y convert ib i iiuad. Dicha precision parece 

reforzar ia inteligencia del precepto en #1 sentido de 

considerar solamente ios aspectos externos de la aoneda. 

Esta interpretación tiene ia coherencia de atribuir el 

mismo regimen competenciai a todas las funcione« 

estatales tradicionalment« vinculadas con la soberanía. 

Así se ssigna coapetencia plena del Estado, es decir 

todas las funciones, sobre las «aterías de relaciones 

internacionales, regiaen aduanero y arancelario, comercio 

exterior y sistema monetario en su faceta externa. En 

cambio en el orden interno el Estado solamente se 

reservaria las bases de la ordenación del crédito 

(segunda parte, art. 149.1.11 CE..). 

Pero esta linea arguaental plantea problemas en 

orden al funcionamiento del sistema econóaico al crear 

una disfunción en la asignación de las responsabilidades 

de los poderea públicos. La política monetaria constituye 

actualmente un instrumento central de regulación de la 

actividad sconóaica. La monopolización y centralización 

de la emisión de dinero es una de las características del 

Estado contemporáneo y el control de la cantidad de 

dinero en circulación es una potestad derivada de la 

primera, li control de la circulación de la aoneda y la 

eaiaión de títulos de deuda pública son competencia 

a PAKE JO, es por sis estudio« Las competencias 
constitucionales económicas en Aleaania federal", en la 
obra colectiva dirigida por GARCÍA DE ENTERRIA, E.: LA. 
WitiA^ " P • I# * i# * | r Ä J | a l • *%*«« ¿j 

183« 
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propia dal Katadu central y risgüs característicos de la 

afiraaeión historií a d*>l listado unitario **'. bu propia 

naturaleza, y i« t'stma en IU«P actua y como so implementa. 

•=?xjli"am •wr i?' t'oraa un-i ni me se asigne dicha «.-ompetencia 

a .as instancias "entra leu o *?n todo caso se e.ierza de 

tiran centralizada, «s decir única, aunque ios 

procedimiento» de torate ion y adopción de la misma sean 

diversos »«gun los sistemas de división territorial del 

poder politico. 

istas consideraciones metajuridicas explican 

seguramente que ios primeros Estatutos de Autonomía no 

hayan procedido a asignar dicha competencia a las CC.AA. 

en virtud del art. 14a. 3 (primera frase), y que, ademas, 

de forma expresa, condicionen el ejercicio da las 

competencias económicas a la política monetaria general 

»»•. Huíais no era necesario dicho reconocimiento 

explicito ya que las normas atributivas de competencia ai 

Estado no solamente se encuentran en ios apartados 

concretos del art. 14a. 1 sino que también puede jugar la 

clausula residual del art. 149.3 (segunda frase). Como ha 

recordado SALAS la lectura minuciosa de los Estatutos 

muestra que ías coapetencias estatales son más amplias de 

lo previsto en el art. 149.1 por disposición del 

mecanismo establecido en el art. 14a. J C. »*••. 

•*T La relación entre moneda y mercado único es tan 
estrecha que »n el ámbito europeo el proceso de creación 
da un marcado único ha llevado consigo la creación de una 
unidad dm cuanta europea, un sistema monetario europeo y 
esté discutiéndose en la actualidad la creación de un 
Banco central Europeo. Este proceso conlleva una 
progresiva centralización y unificación de la política 
monetaria de los estados miembros. 

•AS De forma un tanto confusa y desordenada los Estatutos 
vasco, catalán y gallego han recogido la mención a la 
política monetaria coso competencia estatal, referencia 
que también se contiene en relación a la política de 
precio«. Vid. Arts. 10.26 I.A. Pais Vasco, 12.1 E.A. 
Catalunya y 30 I.A. da Galicia. 

ata SALAS, J.: EatatUtPJ ,.d,e., AutonOMla... op. cit. pag. 
66. aeguraaente al juego da dicha clausula evita al tenar 
que acudir a las denoainadaa coapetenciaa no eaerltaa 
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feil solapaniento y entracrusaauento de materias que 

earscfcerizii im distribución coapetencial da io «conoaieo 

•nare-e «n la politic« aonetaria d# for«» •jeapiar, II 

i.ifroicio J« las potaatadea cuy» cobertura constitucional 

s# encuentra en lo» i i tu ios coapetenciaies siateaa 

aonetario y deuda public« requieren, en d«t«rairt«des 

aspectos, par» su actuación ia regulación ds deterainadas 

aatenas conexas y I« «dopeion ds asdidaa «strschaasnts 

interrelaeionadas »a«. 

Con independencia d« ia I ins« «rguasnt.al seguid«, «i 

que par«ce necesario subsuair en io« titulo« habilitant«« 

correspond lentes las diferentes actuacions» publica«, 

asi, dt acuerdo con io» critsrio« usual«« en ios «studios 

d« politic« econoaica, constituyen in«trua«ntos ds 

política aonetaria «1 siguiente conjunto de actuaciones a 

los que se refiere expresaaente ia sentenos 1/1982: 

ia regulación ds ios aspectos básicos Je la 
actividad ds ios distintos tipos d« 
intermediario« t*inane isros. . . {y ß las noraas 
concernientes ai control ds i» cantidad ds 
din«ro b«ncario por su meidsncia en i« 
cantidad total d« dinero existente en un 
aoasnto dado «n el aereado; asi como taabién 
aquellos otros qu« íaponsn determinadas 
obligaciones a las entidades privadas, entre 
•atas últiaas se sitúan las disposiciones 
consistentes en fijar ciertos porcentajes o 
coeficientes obligatorios sobre los recursos 
ajenos depositados" (r"a JU OCJ 

derivadas de 1« naturaleza de la« cosas , de la conexión 
objetiva que peraltan i« »apliacion del «abito «atería! 
de coapetencias ds la instancia central. Vid. el alcance 
y funcionalidad da dichas eoap«tanclas en el orden 
federal aleñan en ALBEHTI, 1.: ¿julaxali-Sjui• • op, cit. 
paga. SCI a §€. 

•*° La interpelación entre 1« cantidad de dinero, el tipo 
de c»abio y «1 tipo de ínteres «a puesta de relieve por 
las difatantea tradición«« del p«na««i«nto econoaico, 
aunque al nexo da c«u»«lid«d y «1 orden a importancia de 
loa factorea varían. 
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fcn definitiv* la poli'lea monetaria «n tanto que 

atribución da tacú Rades on urden a la determinación da 

los medioa legales <1* pago, ai volumen total del dinero 

.-i; i.' i. j .»o it-n , incluyendo t.'dw le r^iaiivo <« i* emisión 

:e Diiletes y monedas. <leb© entenderse COBO actuaciones 

inner*nteä «i siataaa aonatario. fen consecuencia <m en La 

campo ai Estado ost#nta todas la« funcionas an relación a 

una naturia determinada La competencia aa exclusiva an 

#l sentido mas literal del teraino. 

No abátante ia amplitud con la qua na da concebirae 

el sistema monetario, y por tanto, la competencia dai 

Matado, na de tañer sus limitas, latos residen an au 

incidencia an relación al dinero, üaba existir una 

vinculación entre la medida adoptada y ia cantidad da 

dinero o ©1 tipo de cambio *** . 

La necesidad de proceder a subsumir an cada caso 

concreto «l supuesto d« hecho an un determinado titulo 

cospetancial aa tanto más necesario cuanto ios propios 

Estatutos de autonomia han procedido a delimitar da forma 

cuidadosa loa regímenes competen«: i a les según la finalidad 

•n arene ion a la cual se atribuyen las potestades, asi 

sobre un mismo ámbito y sobra las personas qua en él 

actúan y las actividades jurídicamente relavantes que en 

él sa desarrollen es posible concebir distintas 

competenciae atribuïbles también a distintos órganos" 

<S.T.C. U3/ISÍ3, tt de diciembre). 

Los Estatutos al asignar las competencias que al 

art, 148,1.11 C l . permita» distinguen an el ámbito 

crediticio antra ia actividad y ia organización In ai 

primar caso al espacio da la competencia autonómica 

vendrá mareado por las basas astatalas, ia delimitación 

da la competencia sa remite a una decís*ón posterior púas 

•a utiliza la fórmula, "an ti sarco da ia legislación 

básica dai Estado y an loa Ursinos que ia sisma 

•** Vid. »ota antartor. 
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estanlezca ' . En «»¡at« inner »abito *i «argen de librw 

«Jecision del legislador estatal ey atas amplio, En cambio 

en relación ai otro aspecto la competencia autonómica 

*sta claramente fijada en »i Estatuto y solamente deberá 

tornadme en consideración, en el ejercicio de la misma« 

1-3S condicionantes derivados de la* base« y ordenación de 

la actividad económica general y la política monetaria 

del untado fart«, lü.1.4 y 12.i.B E.A.C, i. 

El T.C. no acepta en principio tomar en 

consideración el distinto regimen competencial 

establecido en loa Estatuto« pero, en cambio, 

{.••.-st er lomante utiliza la diferencia al modular y matizar 

<íi contenido y función de las bases s«gun el aspecto del 

«.-rédito #n cuestión. En relación a la actividad de las 

instituciones crediticias la extension de las bases es 

bastante amplia y, ademas, las mismas cumplen una función 

de vinculación positiva, de dirección. En cambio en 

relación a la organización, «i Estado mediante las bases 

debe limitarse a establecer los objetivos, el modelo; la 

función de las base» «« . limite negativo, de marco »a». 

Hemos hecho este largo excursus porque ilustraba 

slgunos aspecto« problemáticos de la jurisprudencia 

constitucional sobt« materias económicas. La correcta 

subsunción de la materia es precisamente la premisa de la 

que parten las argumentaciones del T.C. para determinar 

2*a Esta interpretación no está directamente expuesta en 
la motivación de ios fallo« de las S.T.C. 49/180», de 23 
de marzo y 4Í/198B, de 22 de marzo, pero está latente en 
la argumentación y permite comprender la decisión, que 
está muy matizada. La distinción se entiende relevante 
por el T.C. ya que precisamente en la Sentencia sobre las 
dos leyes autonómicas de Cajas de ahorro recoge como 
titulo competencial el art. 12.1.6 y no «1 art. lü.1.4 
E.A.C. Señaladamente el art. 12 1.6 no precisa las 
funciones atribuida« a la Generalitat pero mi tratarse de 
una competencia exclusiva« de acuerdo con el art. 25.2 
E.A.C. debe entenderse que son todas, solamente que la 
intensidad y extensión de las mismas está modulada por 
lo« limites específicos previstos en el encabezamiento de 
dicho precepto. 
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la instancia a la que cab« atribuir la titularidad de la 

coepetencia con» rovterUd« **». Ki diaiugo con ia doctrina 

/jurisprudencial parece especialBente necesario para 

• vüstrwjr un sudtric de ordenación d« las •.-uatp·t·noia· 

eeoftCBAcas acorde von las particularidades d« las 

stater las «n cuestión y la especificidad dm las 

interveneianaa publicas «n «at« aabito d« ia realidad. 

11. ¿ , "¿, 4 , LA ltt¿ IbUHhvN'l'AClüti L·L , LA urUEMALiüM £LÜuüHi(-A 
ÍLEO laUXE- il ¿L! i OAS, ,ft£ i QM£1X0 

La ordenación publica da la econ ostia tiene an las 

distintas ue 11 «las de inoent i vj»c ion su instruBanto 

prívilegiado. A p«sar da au heterogeneidad juegan un 

pap« I relevant« en «i iabito eeonóaico al constituirá« en 

el cauee a través d«l cual los poder«« públicos orientan 

y dirigen la actividad econóaica. El fósente no aparece 

coso titulo sustantivo «n «1 sist«aa constitucional de 

distribución d« coapeteneies. Wo s« trata da un '"olvido" 

sino que asta ausencia es coherente con ia concepción 

tradicional del foaento COBO torna de ia actividad 

adaimstrstivs. Los poderes públicos pueden optar entre 

distintas lornulas para obtener unos deterainados 

resultados. Los fines a satisfacer pueden alcanzarse a 

través de auy distintos procediaientos jurídicos8*4. En 

consecuencia parece que la adopción de aedidas de foaento 

solasente ea posible cuando se ostentan responsabilidades 

aas n Tribunal Constitucional utiliza distintos 
criterios para precisar la aateria relevante a efectos de 
deterainación del titulo coapetenciai aplicable. Asi en 
la Sent. T C. de 22 de diciembre da 1881 (bibliotecas) 
recurre al criterio objetivo« o de definición de las 
actividades itinerantes a la aateria. En otros caaos y de 
foraa reiterada utiliza ->1 criterio teleoiogico. Vid. por 
ejaaplo, Sent T.C. 13/4ÍSS, da 20 d« enero. Aunque la 
arguaentación del T.C. no sieapre sienta en priaar lugar 
ia preaisa relativa a la caracterización da la aateria 
para a partir da aquí deteramar «1 titulo coapetencial y 
•n consecuencia precisar las poteatadea sino qua en 
suenas ocasiones aezcla la coapetencia eon la aateria. 
•»• HAKT IN RETORT ILLO. S.: QaxacJio. Ads] niat. TB UVQ 
oconágico. op. cit. pig. 82. 
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•ti «1 camp© material d* aparat ividad de las au »mm*. 

La experiencia ém »«tos aft o» no ha «»guido 

pr<*'.-idamente este camina, i i Estado ha formulado y 

aplicado política» instrumentadas mediante diversa« 

técnicas da incentivarían en acetares ajenos, en 

principio, •» su ámbito competencia!. Isla práctica 

político-administrativa explica el aap lio numero de 

pronunciamientos del Tribunal Constitucional en torno ai 

fomento . 

Las cu#st mn#s ^ue se piantemn «on laa siguientes: 

,;,Ü Estado ostenta un título competencial genérico 

derivado de su capacidad dt gasto? ¿La adopción da 

medidas de fomento absorbe todos las funciones publica» 

en el «abito material en cuestión, o debe continuar 

tomándose en consideración la distinción entre regulación 

y gestión a efectos de asignación de responsabilidades? 

,'»tl hecho de financiar una deterainada actividad atrae 

hacia si todas las funciones que se derivan de esta 

financiación.". 

El Tribunal Constitucional, desde el inicio ha 

expresado de forma reiterada que el poder de gasto 

estatal no altera el orden de las competencias **b La 

facultad da gastar no constituye un titulo coapetencial 

autónomo qua peralta desconocer o desplazar las 

coapatenciaa materiales que corresponden a las 

Comunidades Autonome:«***'. Porque 

»a* á diferencia de la posición sostenida por el Tribunal 
Supremo norteamericano an relación a la denominada 
Clausula de Bienestar General. Vid una evolución da la 
jurisprudencia en PIHUELAS, L "El podar da gasto del 
Gobierno federal norteamericano, su impacto en la 
distribución territorial del podar politico , I...!.!!.!,«. 
1988, 6!, pég, 27 y msj. 

**• A partir da la Sant. 39/1982, da 30 da Junio en la 
que al T.C. afirma qua "im subvención no as concepto qua 
delimite coapatenciaa', sa repetirá an todas la» 
mantaneieja eata oonempolón. Cf. Sant». T.C. 144/1985, da 
2S da octubre; 179/1985, da 1S da dieiambra; 95/1986, da 
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si 3# *úi\\li*)V% una «. unpctvncia ¿enera! e 
indeterminada de 1 '.»mento .1** las actividades 
pro1u«.íivas por part? del Estado se produciría. 
.lurUo a i. a «Iteración «J».-1 liidttma compel enelai. 
.sna Ji::t:rsiJn permanent«? del sistema urdinario 
d*» f in •ni«* 1 ai- ion de la ecunc-ma «*<*'. 

i i matado no tiene un titulo competencia basado en 

su facultad *J# gasto, rio puede financiar con cargo a sus 

fondos presupuestaria cualquier actividad, fero el Sstado 

puede aportar recursos para la realización de actuaciones 

en sectores reservado« a las Comunidades autónomas en la 

medida en que asios se justifiquen por razón de sus 

atribuciones sobre las bases de la planifícacion y la 

coordinación de la actividad económica amm, gn 

consecuencia, la cuestión se pl&ntea en términos del 

alcance de esta coapetencia estatal, ti Estado no está 

legitimado para fomentar cualquier actividad, regulándola 

directamente, sino en tanto y en cuando las medidas de 

tomento se justifiquen por razón úe sus competencia« 

previstas en et art. 14U 111 y 13 C . ti problema se 

traslada una vez más al tema del concepto y significado 

de la función estatal de formulación de las bases al yue 

nos nemos referido anteriormente. La regulación estatal 

debe limitarse a delimitar la actividad a promover, el 

contenido de las medidas» el nivel de protección o la 

cuantía, asi como su finalidad. El astado no puede 

condicionar las subvenciones o determinar su finalidad 

aim allá da donde alcance sus competencias de 

planificación y coordinación, la cual resultará excedida, 

con la consiguiente invasión competenciai si la 

especificación se realiza con un gran grado de concesión 

y detalle. 

10 de julio; 148/1888, da 25 da noviembre; ia2/i§88, de 
20 de Julio¡201/I960, ém ti de octubre. 

*»» Sant, T.C. 1S2/ISW» ém 20 da Julio <fftja3aJ 
(financiación da actuaciones an asteria da vivienda). 

«•• Sant, T.C. l§2/tiü*# de 20 de Julto (FoJaSa). 



COBO consecuencia de est»« orden «1« eonsiderseione» 

sa entiende qu«* 

#4 t.t#r**ui*iw «Je competencias estatales »nejo 
ai gasto o a la ¿ubv«nción sólo «• justifies, #n 
lo» casos qua, por rasen de- la «ataría sobre la 
qu« dp#rm dicho íasto o subvención, la 
Constitución y» «n MÜ caso, io« astatú tos ü« 
Autonomia hayan reservado ai listado ia 
titularidad d« talas competencias" a a B. 

JÍ 3* aceptara que la potestad da gasto publico 

habilita sin aas ai astado para ejereer todas las 

competencias, incluso las de simple ejecución, an 

relación con las »aterías hacia las que decid« destinar 

sus propici fondos es evidente que ello eonduciria an la 

práctica a una sensible alteración del sistema de 

distribución de competencias »»»». 

Ello significa que #n principio corresponde al poder 

public.» competente en un determinado ámbito material la 

facultad de reglamentar las medidas y por tanto ios 

requisitos u presupuestos, es decir. el contenido. Y el 

regimen de cumplimiento» incluidos los mecanismos de 

control. Ya que como hemos visto la medida de fomento no 

atrae toda la regulación que tenga conexión con la 

misma»**. Si el piano de la regLiae^ón sigue el regimen 

ordinario da asignación de facultades, parece que en el 

escalón da la ejecución *l criterio deberá ser el mismo. 

Asi an relación a la gestión, el Tribunal Constitucional 

ha indicado qua 

"la regla general debe consistir en la 
transferencia a las Comunidades Autónomas de 
los recursos estatales destinados a la 
financiación de las actividades que se 

»»• Smnt. T.C. §S/1S8§» de 
agricultores) 

*•• SMt. T.C. 96/1986, de 

«•» Sefli t. T.C. y5/1986, de 
m̂&Bjp a* jp^pwip 4w a#^iP a» aNip |F » 

10 de julio (ayudas jóvenes 

10 de julio (ayudas jóvenes 

10 de julio (ayudas jóvenes 
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f ementan. i'i«*c» sea ««di an te La tu ación de 
criUrius d* reparto jbj«*tivos g mediante 
convenio; ajustados a ios principios 
constitue i'nales de cañera que las Comunidades 
Ait *>r.«>msw i. Ü¡... :i,;!«:i de aq<i«*ii>-5 r^tursus y 
tJücJdfi i4*r-'li"!iai' los en >:umpl imie:;*.. * de ia 
nerra» iv:t e-ttít.ai básica aas. 

bate principio general admite cierta« «xeepeiones 

»lue tienen «y fundamento en lo» supuestos en los que la 

gestión centra i liada de lo« incentivos resulta 

imprese itid ib i #«*•-

Los casos que admiten una gestión centralizada son 

ios siguientes necesidad de asegurar la plena 

electividad ci« ims medidas, garantizar la posibilidad de 

obieneion y disfrute de las mismas por sus destinatarios 

potencíale« y evitar que se sobrepase ia cuantía global 

de los fondos a»«. La aecanica del conflicto de 

coapetencias lapide que el T.C. opte por una so lue-ion aás 

acorde a la distribución territorial del poder. No puede 

loriar** un «ecanisao de actuación conjunta ya que no es 

esta su función constitucional. Pero no parece demasiado 

correcta una solución que centraliza una función por 

razones técnicas o de complejidad de ia actuación pública 

f no por criterios de constitucionaiidad, El Estado 

solaventé cambiará ei aodus operandi cuando este sea 

declarado inconstitucional por el Tribunal 

Constitucional. 

»»* Sent. T.C. 152/1088. de 20 de julio. 

»mm sant. T.C. 14S/188S, da 2$ da noviembre (asistencia 
social): serla legitima la intervención estatal directa 
•n la gestión da la concesión da laa ayudas sólo, an la 
medida que los programas correapondlentes por su carácter 
estatal no pudieran regional izarse an su gestión" 
(FQ-JQJU.). II voto particular del magistrado LEGU1NA pone 
da relieve COBO an al supuesto concreto objeto del 
conflicto al Estado carece da titulo coapetencial 
especifico que no puede subssnarae por la apelación al 
interim ganara1", 

»•* Samt. T.C. 201/1966• da If éa octubre CfftJaéa). 
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Cuando no concurre ningún supuesto excepcional debe 

reconocerse la competencia autonómica para gestionar ¿as 

subvenciones sin jue e t Estado pueda introducir un 

T¡tr >; previo. sin perjuicio de las competent inn que 

•• :.t responden al Tribunal de Cuentas. La autonomía 

: maní-lera 'le las C C A A. reconocida en ios arts 16Ó.1 

• ie >\->i»uti tucion y 1. 1 de la L. 0 r «- A. exige ia plena 

disposición de medios financieros para poder ejercer» sin 

condicionamientos indebidos y en toda su extensión las 

competencias propias" »**. 

fcn cambio la obligación de informar, al final de 

cada ejercicio, es conforme a los principios de 

colmboración y lealtad constitucional. 

hl problema fundamental que plantea la ordenación 

«conoaica a traves del fomento gira en torno al alcance 

de la competencia normativa del Estado para regular las 

medidas. Sobre todo porque esta regulación predetermina 

la gestión. Las Comunidades Autónomas deben contar con un 

margen de libertad de decisién que les permita aplicar 

las medidas estatales adaptándolas a sus peculiares 

circunstancias»**1. Debe quedar_ un espacio para la 

realización de una politice propia, un ámbito de 

discrecionalidad. Si la especificación del destino de las 

subvenciones se realiza en tal grado de concreción y 

detall« que se priva a la Comunidad de todo margen para 

desarrollar una política propia se estara alterando el 

orden constitucional de las competencias. 

El art. 149.1.13 C. es el titulo donde puede 

encontrar habilitación constitucional si otorgamiento de 

subvenciones. In «at« supuesto las competenciaa estatales 

serán necesariamente concurrentes con las que ostenta la 

Comunidad autónoma en el sector económico en cuestión 

«•• Sent T.C. 201/liSS» de 2? de octubre (f&lojaj. 

»•« Sant. f.C. 192/199$, ém W úm Julio (FoJaia). 
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áal» an« v#2 #it»t»l#ei«j* i a subvención, nu pueda 

idaitirs* qtl« P»r »»dio *«-«U« s<» opere una Boi it icacion 

sustancial úm la» eoapatvncias respectivas que asisten at 

•»fen« partas. 

Lo ija« arctttaca al establacarsa 1» rtiacièn 
Jurídic« subvenciona! as qua las respectiva» 
coapatancits sstatal y autonóuica «ntran #n un 
•arco necesario da cooperación f colaboración 
an cuanto aa oriatitan a una actuación conjunts 
•n i» qum no daban aaraarsa ni la coBpataneia 
da la Cuaunidad sobr» la «ataría subvencionada 
ni las que #1 Estado tiana para garantizar la 
coordinación' asa. 

Sant. T.C. 201/i§a§» da 27 de octubre (FaJft2fl) 
(aaifnación territorial da fondoa prasupuaatarios). 

Sent. T.C. üü 1/1988, de 27 de octubre (FOJÜ2QJ 

(aaiín ación tari* i tor ial de fondoa preaupueatarios). 
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an lo» apartados anterior«» h««o» expuesto «1 

#s^u»ma de distribución de coapetencias an las «ataría« 

dt contenido econóaico da acuerdo con las reglas 

genaralea prevista* an la Constitución. 

Mi funcionaaiento <i# la aeonoala y la intervención 

de lo« podar«» públicos #n dicho iabito ha suscitado una 

sari« da problemas que derivan fundamentalmente da ia 

falta de prevision expreaa por parta da ia Constitución 

da mecanismos da cooperación institucional isados. In 

efecto, la realidad «conéaica as cambiante, dinámica, 

fluctuant« y abordar la intervención pública desda la 

perspectiva da una distribución da coaatidos a los 

diferentes nivalas tarritorislas da acuerdo con un 

esquema rígido da separación da competencias origina 

dist'uncionalidadas, 

La aspacificidad de lo económico lapida trasladar de 

foraa aiaética ai asqueas da relación coapatancial bases-

dasarrollo. Esta aodalo despliega su eficacia cuando los 

áabitos aateriaies estan nítidsaanta daliaitados. Dicha 

distinción permite una daaarcación da responsabilidades 

claras, cada nivel ejerce sus respectivas funciones de 

foras independiente, sepsrads. Pero la intervención 

publica en la aconoais requiere, en múltiples 

circunstancias, una concurrencia de las diferentes 

instancias en el desempeño de las funciones públicas, 

concurrencia derivada de la iabricación e interrelación 

de los respectivos áabitos coaapetenciales. La 

formulación e laplamentación de deterainadas políticas 

debe resinarse de foraa unitaria para obtener un todo 

coherente, por anclas del carácter fragaentario de las 
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coapatattcia« aatatales y sutoncmicas. ror tilo mm 

«aeaaario »ft teu Ami1 uc nuev aetudo d* «-¿adoración d« la 

politic* unitari» Mmm, tfetoaand-:- ia exposición da km 

v-oapatenciss vaaos cao at con.iunto da »atari.»» qua 

constAttjyt#n #4 nuciao dai sist#a» acunoaico an mi qua 

pu#da mtarvenir al Mstado «ocíai para asegurar ios 

»qmiibrios bauicoa, proaover ai creciaiento amónico de 

ia «eonoaia y aantener ía unidad y hoaogeneidad dal 

aereado están constituelonaiaanta otorgadas a ia 

coBp#t«ncia iafislativa dal astado. E incluso an algunas 

»ateriaa ia» «'.C.A.A. no disponen úm podar alguno 

concentrándose todas las funcionas an #1 Estado. Paro al 

Bisao tieapo la reserva coapeteneiai constitucional 

paraita ia asunción da responsabilidades por parta da las 

Ccaunidades áutónoats en áreas relsvsntss de la acononi«, 

sobra todo an ralacion a lo» distintos saeteras da la 

actividad econoaica. 

La intarralacion coapatancial ^ue se produce en «i 

sabito econoaico »a percibe clarsaanta ai disenaeos un 

esqu«aa oparstivo da ia política «conóaica, antandiendo 

por política aconoaica la selección da unos dttarainados 

finas u objetivos, ia instrumentación da los aedios aas 

aptos para alcanzarlos y las decisiones qua sa ancuadran 

en un datarainado aarco institucional. 

Por políticas inatruaentalea sa entienden aquellas 

políticas especificas destinadas a hacer afectivas 

políticas finalistas generalas que afectan a la totalidad 

da la aoonoaia. Son las que operan a través de 

deteramados " instruaentos"» los efectos de cuyo «anejo 

sa irradian a lo largo y ancho de todo el caapo 

econóaico. Son fundasentalasnte las siguientes: politics 

presupuestaria, politics Bonetería, política caabiaria, 

política de coaercio exterior, politics laboral y 

política de controles directos (COBO la politics de 

asa TURNOS, J. JKigi»ai> JuridisQ da..I& intirygnción de loa 
Bfläi.111—públicoi an xtlición ,. can. „lag,, official—y.—IMM 
fc.giff.if.11. Bolonia, 1982, pág. 1S2, 

http://fc.giff.if
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precios). Las poli tica« seztorislee afectan a «rea» o 

»eetores eor»cr*to* f uitilissrt para conseguir sua tines 

política« instrumenta les. asi coio aedios propios y 

%»sf te :t i coi de cía» sector. Si construimos an cuadro el« 

d ¿ble *n».rada. situaremos verticlamente cada una de las 

políticas ö€-f tonales y honzontalmente penaremos ias 

poiincas instrumentales. En evident« que ias políticas 

sectoriales se mueven forzosamente en el «arco de las 

insti"iaent.ales, adamas a veces utilizan exclusivaaente 

F:titi;as instrumentales «***, En este contexto, ia 

referencia a *a política industrial «s paradigmática; las 

principales «edidas que pueden adoptara« afectan a 

instárselas horizontales, los problemas de estos sectores 

se diluyen «-n - prob lesas fiscal«», eyaereialea, 

iüLoral-s .. La :iíi:e¿ i-Ja«J d# extremar ia colaboración 

entre las «reas de ¿es; ti on vertical y horizontal es pues 

evidente se*. 

issts colaboración es »un ras necesaria si 

consideramos que las competencias asumidas por ias 

Coaunidades Autónomas son fundamentalmente verticales o 

sector iaia» y necesitan, por lo general, de unos 

»au Vici. JAME áOLA. J. 'tor una %Jtructura operativa de 
ia política económica' , en Eolítica Mcancuci. lecturas 
seleccionadas por IkASTÜRZA. J . Hadrid, 1*7». pag. 411. 
Algunos autores distinguen entre políticas 
macroeconómieas, que tratan a la economía en su conjunto, 
sin establecer diferencias entre sectores, y políticas 
sectoriales. Vid. CUIDE«, s\H. : lalación entre las 
políticas macroeconómieas e industrial Pápale« de 
fcgOflOBll. 18ÖU. b. pig.64. Huleas esta ultima 
terminologia ses la más corriente al ser Is que expresa 
mejor las diferencias de contenido y efectos. 

sea El sismo problema se plantea cuando solamente existe 
un único centro de decision en is que se formulan las 
estrategias de política industrial. En cualquier pals ias 
políticas que son responsabilidad del Ministerio de 
Hacienda o del Banco Central s¿ relacionan eon las 
políticas que entran en ia esfera de los Ministerios de 
Industria y de Desarrollo Regions1. Siendo necesario 
atemperar o moderar los efsotos dm la política 
macroeconomies para evitar distorsiones no deseadas por 
el efecto diferenciado de dicha politics sobre la 
industria. Vid CORDEN 09. eit. 
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mstruaentos que n •• controlan directament«. Ai mano 

ti-mpo Xas políticas xv.u* ruñen tas i«s nas relevantes se 

residencian tctaiaent* en ei nivel central per© incide« 

: ;r--•'"»r.t.-Ti- - *-n iv: -trens a'.r ít-uids:; a is responsabilidad 

sjf'tivJi.- a *** Ademas ia impiem*ntacion de dichas 

políticas «videncia en la actualidad un impacto 

territorialment« diferenciado, recabando en su 

formulación la presencia de lo« niveles representativo« 

<i# ios territorios »*», 

*•• Existim nuchos sectorts donde el Estado no ostenta» 
en principio, competencia a if una. Sectores que, ademas, 
son tan trascendentes como los de la vivienda o la 
agricultura ? ganadería o en las Comunidades de primer 
graao, la industria, vid. ALONSO «JARCIA» E.: "Las 
relaciones entre el Estado y la Comunidad de Madrid", mil 
i» otra dirigida por (JARCIA de KNTBKRIA, E,i Madrid. 
Cuami idad Au tonoaa as tropo! i taita. Madrid, 19tt4 , pág. 203-
.04 . 

**» biAMCHl. r\ , G1UKÜAN1, H.Ü. y FASíiUlN'» *'. : 
Políticas industriales y territorio", Boletín de 
Estudias Económicos (Univ. de Deusto), ÍWt, 132, pig. 
b'fti, t'reeisaaeote en este trabajo te expone como a 
diferencia, de la política monetaria que asume 
condiciones de unidad y centraiidad respecto al gobierno 
nacional, la política industrial encuentra difícilmente 
una configuración univoca y determinada a nivel nacional, 
puesto que los fenómenos productivos a ios cuales se 
refiere pueden tener una extension que no siempre 
coincide con «1 área de soberanía del gobierno central. 
Asimismo PEREZ GARCÍA, destaca que la presencia de las 
Comunidades Autónomas ha significado un notable refuerzo 
de la diseñaion territorial de las políticas económicas 
generales. La crisis económica ha puesto de manifiesto ei 
carácter obsoleto del esquema de intervención politico-
económico tradicional y la necesidad de intervenir en 
unos niveles ais próximos a los sujetos económicos, Vid. 
"Modernización económica, politics regional y desarrollo 
endógeno", R. Valenciana de 1. Autonòmics; lyöb, 5-ö, 
pag. 324 y os. Vid. también, STUART HOLLAND (Ed): La 
superación de la planificación capitalista. Vilassar de 
Mar. 1812; TftULLUI.J.. op. cat., iIRLAiOA, A.; Política 
regional y política económica de las Coaunidades 
Autonomaa , Estudios Territoriales, 1884, 15-Ib, pag. 155 
y sa. Y en general, la literatura eeonóaica que estudia 
el iapacto regional de laa política sectoriales, el 
desarrollo endógeno, loa diferentes ritaos territoriales 
de crecimiento... La experiencia coaparada ensarta que las 
posibilidades de supera«ion de la orláis aa centran en el 
estímulo del potencial endógeno de las reglones y en una 
atención al entorno» al sabiente en el cual la eapresa 
opera y se desarrolla fid, FUÁ, 0.; Probleai dallo 



* V it 

Pateca nacassrio definir coo claridad loa campos de 

actuación da los distintos nivt:*3 da gobierno y iae 

•íxtf*?nc*** di -.íoordinaeión derivadas de la aspiración da 

que «i conjunto da ia política «conomica aaa eficiente, 

rara ello es nacaaario determinar las sadas de 

coordinarien de ..«g objetivos de politic« economics, 

.¿en a lad aman te pwr«jy« no «stan preestablecida» un»« regla» 

viadas umversalmente y la literatura econosica tampoco 

#s concluyante «abre la cuestión da la distribución da 

¿unciones entre lo» distintos nivele« da gobierno •**. Wo 

obstante, tomando coso punto de ret*«r»ncia la agrupación 

de las actuaciones da política económica en torno a las 

í une iones «J# asignación de recursos, estabilización y 

i istr ítiución, existe un relativo <:-onsenso sobra al 

importants papel a desempeñar por la 

subcentrales en la función de asignación de recursos, 

mientras qua «u intervención #n las políticas de 

distribución 8« considera que debe ser como máximo 

•odeata^ Complementar lamente se considera que lo» 

gobiernos centrales deben asumir, además de la parte 

sustancial da la po.ltica redistributiva, globalment« la 

política da estabilización. 

sviluppo tardivo in Europa. lapporto su sai paesi 
appartanenti ailü.CS.I,, Bologna, 1»«0: r'UA, ú. y 
BALLONI, V. (Ed.). §f iatrutturaíione produttiva one 
pelitiehe d*intarvento, Bologna» 18B6, BBCATT1N1. a.: 
"Del sector industrial al districts industrial. Algunas 
consideracions sobre la unitat da recerca de 1'economía 
industrial**. Revista Económica de Catalunya. 108b, 1, 
pág. 4 y ss 

aaa pgRgz 0AKC1A, P.: op. c\t. pig. 328. lata sisma idea 
es reiterada por BRU, S. y PASTÜt» V.J.: Caniidanciatm 
entorno &l concepto do politics industrial y su dimension 
saMSiiriyMafcwMpâ aJiaaiiMwjHMHSiiii*! •*••%#>>*•* *Ä*JW . J»BVW® »»•***#*»» 
recuerdan la falta da solucionas concluyertes an la 
literatura aconómica sobra la distribución da funcionas 
antra los distintos niveles da gobierno. En asts 
dirección destacan como independientemente de los 
trabajos an torno al federallaso fiscal« la teoria no 
provee una gula que determine la distribución da 
actuaciones da polities económica que sa oorrasponda 
mejor con una administración estratificada an diversos 
«ivalas". 
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La complejidad d« li intarv«ncion publica «n i« 

•sf«ra «conóaios, la svF«rpoaie¿<.«n de títulos aat«nal«a 

y ti raq^riaianto cl# afici«nci* qu« s« d«riv« dal 

postulada constitucional úm un Istado social y 

democrático #n ni «arco d« un» distribución territorial 

del podar politico. raclsaan el disarto da un «odalo da 

articulación da coapetencia« económicas acorda con al 

dobla raquartBianto d# unidad y autonomia. 

Mi diserto da a«ta esqueaa operativo no deba buscara« 

fuara dal texto constitucional. La propia Constitución 

canti«n« ios ««canisaos d« integración necesarios. 

aola««nt# «a necesario actuar la* prevision«« 

constitucional««. desplegar lo» principios • 

institucionas qua permitan articular la intarraiacién 

competen?isl. Como ha expresado cartaraaanta üáMClá DI 

tNihri-IA. '«1 aistaaa aatá ya diseñado y dat'mido en la 

norma constitucional, con al languaja abstracto propio da 

toda norma jurídica; aa trata ahora de ver coto funciona, 

da foraa que no sólo no se destruya «i delicado 

equilibrio ganara! del sistema conjunto, sino qua anda 

con observancia de todos ios principios y pautas 

con-jtituc lona las que los respectivos podaras públicos 

es.án obligados a sostener y afirmar... Se trata da hacer 

pasxr al sistena entero por asta perspectiva dinasiica'" 

«a«, 

Sa trata, en definitiva, da asegurar condicionas 

realas operativas que posibilitan al correcto 

funcionamiento da las instituciones sin alterar el 

asqueas constitucional da distribución vertical del podar 

politico. Por este «otivo expondremos a continuación al 

esquema da relación «n ai funcionamiento da los podaras 

públicos territorial«« que, en «i opinión, paralta qu« 1« 

*•• Vid, ai prólogo a l« obra d« 4l·HM&tZ·m&LABCQ, a.: Laa 
raiacipoai .di CuagiQiiuiitntP antra ti podar central Y loa 
«atil , tirritorialgg- Madrid, 1985, pág. 12. Loa 
^sfamsiff^» ̂ s* a*> sa* ̂ ipaip'SiF^sf m«^ipe.# a a a « ̂ ap^as* *j# «v ̂ üpap * 
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«atruetur« funciona coaio un todo ¿on«rant« a&n «aram d« 

i« autonoci» da la» part««. 

: 4 ,i , .. „A wi(J-:ti«A-.fc-li -JfcttfchAl. l'h UL_Jtúuiiyüijft».._ CüÄu 

«»6 * t» i a >' t LA*. -'JÜrx lEUiüA» ¿MJATALt* 

tíet».aan<lo la exposición anterior d#i sisteas d* 

distribución <l» coapetencías econoaicas. ve«©« COBO i» 

','onst ituíiun reserv» a favor del fcutadu un conjunto dm 

coapetencias que siguiendo i« terainologie utilizada en 

el pr^-pi" texto ^onatitucionai podeaos agrupar bajo ia 

denominación, ordenación general da i« aconoaia" (art. 

14b.i.7>. Mn efecto, esta rubrica nos permite 

sistematizar, ordenar coherentemente un conjunto da 

facultades atribuidas de forma separada «i Estado, AdeaAs 

•ii«.na »öciurt permite captar la finalidad del conjunto de 

poderes mstgoados • la instancia eatatal. 

asi cobran sentido las clausulas introductorias de 

ios artículos 12.1 B.A.C. 3U.1 E.A.J.. lö.l E.A.A.. 34.1 

E. Comunidad Valenciana y diferent«« apartados del 

artículo 9 I.á, Pala Vasco. 

Por 'ordenación general de ia economia puede 

•ntandarae» según (¿Aki'lA l'UKKES '*un concepto de 

perspectiva**, que resuelve en una aera designación 

abreviada al conjunto de vínculos y limites de las 

coapetanciaa que resultan directamente de la Constitución 

o tienen su base en ella o en loa propios Eatatutoa de 

Autonomia. Todas las competencias económica« del Estado, 

ya se las reserve el art. 148.1, ya le resulten 

atribuidas en ei art. 148.3 C l . (por no haberlas asueldo 

loa Estatutos) que peraltan incidir en ia economia 

nacional coso un todo» son competencia de ordenación 

general de la econoaia »*•. 

»*• GAHCIA TURRES, J.: "La ordenación general de la 
econoaia, titulo sustantivo de coapetencia eatatal . 
R.E.D.C. «§•» 17, pág 1S2. Aunque «et« autor no 
adoptari esta concepción en la conclúaion final del 
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Ist« concepción dut» de un significado preciso ia 

aeneionadt w reiterad» expresión. Si uso del tèremo 

ord«naciöfi tiene adeaas la ventaja *ie expresar con 

nitidez que i» actuación del astado en ia econoiti« no se 

Imita a it t'oraulacion de la» base». No consiste 

•«rásente en i a función úm regulación sino que adeaas 

interviene aediante acto» puntúale«. La idea de 

ordenación sugiere un haz de facultades de intervención 

Bueno «as asp lio que ia noción de base», tal y coto 

deteramaCos títulos coapetenciales habilitan - sisteaa 

aonetano, deuda publica -. yuizás »si podríamos entender 

algunas potestades que han »ido incluidos en ia 

interpretación del teraino base« por parte del Tribunal 

Constitucional y que se refieren a ia necesidad de que en 

determinadas saterías y en supuestos auy específicos, 

ciertas decisiones de carácter concreto, coyuntural sean 

adoptadas por ti Estado coao ai tornasen parte del 

contenida de las bases m*">. 

Ei concepto de ordenación nos permite adeaaa 

aprehender el carácter finalista de ia intervención 

•«tata!, for ordenación s« entiende una facultad genérica 

de los poderes públicos para encauzar, dirigir, orientar 

las actividades econóaicas. Con esta finalidad se 

ínatrusentan un conjunto de técnicas, se articulan un 

conjunto de aedidas cuyo soporte coapetenciai puede no 

estudio citado si que se refiere a ella en 1» 
presentación de su análisis de la evolución de ia 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 

2 4 T MALAHtT. I,: 'La inserción de las zonas de urgente 
reindustnalizacion en el asreo coapetencial 
estatutario", áuaoanaiiM.. ia85, 2, pág. 4§. iuizis si 
considersao» que las intervenciones estatales en la 
actividad econóaica tienen dicho fundamento coapetencial, 
dicha habilitación material, podrieses operar con una 
noción de bases ass estricta y no tan aoldeabie o 
estirable. lata es segurasente la explicación de la 
opción interpretativa realizada en la S.T.C. 28/iSbtá, de 
20 de febrero, al »ertalar que el fundaaento de las 
coapetencia» estatales reside en la ordenación general de 
la »conosia y no en las bases. 
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encontrara« sivmpre *r>. el sismo titule habilitante. Pero 

toda intervención -«tatal en la •conoala debe 

tjndamentarse an c •mpetenciss asignado« mi lutado, no 

;-...-̂i- •-. í- -irs- *< l surgen del reparto consti tue xonai del 

p-••-!•»;• p'iirico. Lo que sucede «a -)ut generalmente «• 

utilizan de foraa combinada y articulada diferentes 

instrumentos, cuyo f'indsaento competencia! •• encuentra 

cli*p»»rso en «i listado de «atería» del art, 14«. 1. Ai 

«nf*oc»rst globaleente la intervención estatal en la 

economía es cuando cobra au virtualidad el concepto de 

ardtnmcion g*»rt*ral de ia econosia" . 

En definitiva ia ordenación general de la econosia 

es la designación abreviada de un conjunto pero no una 

nueva y sustantiva competencia estatal que se añada sin 

nas • iaa que la Constitución atribuye al Estado »*•. El 

uso de dicho concepto tiene ia ventaja de pernitir 

•*p«jnt;r de torna coapleta la intervención estatal en la 

economía. Su función es expositiva al sintetizar en un 

todo coherente y sistemático ios auitipies titulo« 

•^capetencisles que atribuyen al Estado facultades para 

orientar e incidir en la economia, 

La Constitución atribuye al Estado aquellas 

coapetenciaa que dotan al poder central de un haz de 

ínaturaentoa necesarios psra la foraulacion de una 

polities economics general, de acuerdo con los objetivos 

constitucionales de estabilidad econéaica interna y 

externa (arta. 131.1 y 40.1 C E . ) , asi lo recoge la 

•*• In cambio el T.C , aunque de foraa dubitativa,(quizás 
ais deeididamente en is Sent. IS/1888, de 20 de febrero) 
parece considerar la ordenación general de la economía 
como ur. titulo aaterial austantivo, al aargen del sistema 
de distribución coapetoicial diseñadc por ios arta. 148 y 
148 C.l. y loa respectivos preceptos estatutarios, late 
titulo coepetencial se deriva del principio de "unicidad 
del orden econóeico nacional', taabiér. de creación 
juriaprudencial. II Tribunal parece confundir loa 
principios y técnicas da integración del sistema 
reg« lade« por la Conatitución con loa titules 
a#^^aasjmram ! sjF^PwwaÉi *fcam>^e*ae7$sp * 
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L.Q.rO.A.. la gttsntla del "nuilifcrào económico» a 

traves da la pail'. :.--a econuBiea general» d« acuerdo eon 

lo eatablacido en ¿us arta. 4U.1 , 131 y 13Ö C.i. 

. ••rr·.·-i'·-nd« a* £jt.ulo, qii·i es *• i an cargado de adoptar las 

meu lues oportunas tendentes a conseguir la estabilidad 

economics interna y externa, asi COBO «1 desarrollo 

armónico antra iia diversas partes del territorio 

esparto!"", 

La vinculación entra fine« y ««dio« (tradicional an 

la literatura de política económica; ha sido recogida por 

•l Tribunal Constitucional al indicar qua "la 

Constitución fija una seria de objetivo« de carácter 

ecot'.oaico cuya consecución exige la adopción de sedadas 

de política econóaica aplicable» con carácter general a 

todo el territorio nacional" '**•. Este conjunto de 

atribución«« con«fcituyen una Banifestación del principio 

estructural de unidad» que se refleja #n el arden 

«condBico en la prohibición de establecer Bed idas que 

obstaculicen la libre circulación de loa productos (arts. 

15?.2 y 139.2 C.I.). La reserva constitucional de las 

coapetencias económicas anteriormente mencionadas y los 

liaites al ejercicio de competencias expresamente 

reconocidos en el texto constitucional configuran la 

garantia de la unidad de nerctdo, la otra cara de la 

moneda, en los estados contemporáneas, de la unidad 

politice »•*. 

La unidad de aereado explica la reserva ai Estado de 

aquellas competencias que afectan a determinados aspectos 

del sistema económico en su conjunto (apr. 10,11 -primera 

parte. 14...), precisamente en estas materias el Estado 

•*• ««nt. T.C. 1/1982, de 28 de enero (FftJulaJ. 

••» Limites precisados en el texto de la L.O.F.C.á. en 
relación a 1« asteria fiscal. "II sistema de ingresos de 
las C.C.A.A deberá establecerse de forma que no pueda 
isplicar, en ningún ease, privilegios económicos o 
sociales ni superar ia existencia de barreras fiscales en 
el territorio empsüol" (art. 2. a). 
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se reserva toda« las funcione«. A«i »isao y taatoién con 

carácter exclusivo, #j Estado tiene el podwr de r'orauiar 

las bases, ei ainiao ¿oaun denoainador ncraativo a»*-. 

In todo caso debeaos tener sieapr© presente que 

política econóaica g«nermi significa política econnaica 

de conjunto» referida a la globalidad del territorio. En 

consecuencia COBO el Estado a pesar de tener las 

coapffteneías de carácter fundaaental y estructural, no 

dispone de atribuciones iliaitadas en la esfera 

econoaica, puesto que deterainados aspectos «ateríales (o 

sectoriales) y determinadas funciones estan asignadas a 

**»*• Creemos nas adecuado el uso del concepto de "unidad 
de aereado", al que remite el art. 139.2,C que se refiere 
exclusivaaente a la libre circulación de bienes y 
capitales y es, por otra parte, inherente a un sisteaa de 
econoaia de aereado cart. Utí C.E.K que el eapieo de la 
"unicidad del orden »conoaico nacional", de perfiles 
difusos, aunque dicha expresión haya sido utilizada por 
el Tribunal Constitucional (S.T.C, l/19bb). for otra 
parte en el áabito europeo se utiliza el teriiino aereado 
coaun para referirse a un espacio de libre circulación 
de nercancias, capitales, servicios s m trabas 
administrativas de ningún tipo. For esto no nos parece 
correcta la arguaentación del T.O. cuando indica que de 
la Constitución se deriva la unicidad del orden econoaico 
nacional que trae coao consecuencia la existencia de un 
aereado único". En todo caso parece que ei arreado único, 
constituye el fundaaento esencial de la unicidad del 
orden econóaico nacional. In caabio nos parece totalmente 
acertado el concepto de unidad de aereado aanejado por la 
aiaaa sentencia "Esta unidad de aereado supune, por io 
nenoa, la libertad de circulación sin traba por todo ei 
territorio nacional de bienes, capitales, servicios y 
asno de obra, la igualdad en las condiciones básicas del 
ejercicio de la actividad eeonóaiea.,. La coapatibilidad 
entre la unidad económica de la Nación y la diversidad 
jurídica que deriva de la autonoaia ha cíe buscarse pues 
•n un equilibrio entre aabos principios, equilibrio que 
al nenos adaite una pluralidld dg ifllttfinciontf dt JQf 
podem«,—públicos en ti áabito econoaico. sieapre qua 
retinan las varias características dt qua la regulación 
autonóBica se lleve a cabo dentro del áabito de 
competencia da la Coaunidad, qua esta regulación en 
cuanto introductora de un régiaen diverso del o de los 
existentes, resulte proporcionado al objeto legitiao que 
se persigue da sanara que iaa diferencias y 
peculiaridades an ella previstas resulten adecuadas y 
justificadas por su fin". (Sant. T.C. 88/1986, de 1 da 
juliol, ffilaSm). 
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isa Coaunidades Aut;n.>«aa. *n leteraur.ados supuestos, 

pars abordar algunos prubieaas, ei diserto e 

imp lernentac ion de i iTtiS políticas ecuiusicu o de 

:,̂{.o •!._.-; '.uicríijs UP is politics «conósica gMirti, »ari 

r.<?'fesirii ¿a parti, ipa-,»--n, is concurrencia d« las 

•:.,«jrn<ia'i«ía Autonomst; ai estado ne sieapr« dispon» de 

• vías lus •«o·.p*. • er.~ i v.- ^ uft dispon« de «lias con toda su 

saplitud y, por tanto, requiere «i coavisawito, is 

"aportación' d* las competencias ai alcance ds las 

Coauinidsd·'S Autonosa». Analixaresos pues si fundasen to 

constitucional d« ssta actuación conjunta, aaneosunada» 

la t'oraa sediente la cual se puede hacer «t'activa la 

actuación en eoaun cuando las técnicas d« interrelació« 

coapetencial son insuficientes. La necesidad y existencia 

iJ# una politic« general única no significa que su d i sallo 

sea un producto único de ios órgano« centrales del Estado 

(apereto) En un Estado compuesto significa que su 

t'oraulacion debe ser unitaria. 

La Constitución ha reservada ai Istado o bien toda 

i« »atería o bien las funcione» principales de un 

•ïonjunto de iabitos o sectores que peralten ia 

iaples«ntacion de uní politic*' general. Precisamente 

cuando la distribución eoapetenc.iel reserva ia función 

norsativa al Estado («n todo o en p*rta), el ejercicio de 

dicha potestad peralte articular «* ejercicio de Íes 

coapetaneiaa. Posteriormente volveremos sobre ello. 

El texto constitucional regula los aecanisaos de 

integración necesarios para evittr resultados 

difuncionales, especialaente al indicar los llaites al 

ejercicio de las coapetencias autonóaicas que se derivan 

de los mandatoa contenidos en al i.t. 139 C.l. 

Integración en un sisteaa que tiene el hilo conductor del 

principio autonóaico (art. 2 C.l.): unidad que peralte 

interpretar las competencias eststalea, inoluao 

peraitiendo al reconocíaiento da coapetencias iaplicitas 

y aodulando al ejercicio da las coapetenciaa autonóaicas 
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atoa, autonomia ine .luuiji 'intuir» en el doble sentido, 

Umita el expans * m ¿smo inherente a las competnecias del 

Estado ••ent. ral -ti tfartmt i.:ar ida ;ompetenc las 

•íu*. jitvBi. „"».s. y rmuameii'a pt-jerís imp« i-.* i tos , en tanto 

,•1- »ríher·íHt·'.·i u .nat r jŝ r, t« les a lo» expresamente 

ssiinadoa y no contrarios «1 principio «3e uniUaü «**»«», 

Coso ha señalado ©1 Tribunal Constitucional» ia 

unidad no significa uniformidad. La compatibilidad entre 

la unidad ecunonica d# ia nación y la diversidad jurídica 

que deriva de la autonoaia ha de buscarse en un 

equilibrio, *|ue al menos admite una pluralidad y 

diversidad de intervenciones de los Poderes Publico« en 

öl ámbito económico a1**. 

Cuando el .luego de ios mecanismos de integración es 

insuficiente porque la intervención pública en un 

determinado sector de la realidad requiere la puesta en 

común de los diferentes poderes, o porqu« ia adopción de 

una determinada politics publica orientada a ia 

realización de objetivos comunes puede requerir en orden 

a su eficacia el ejercicio conjunto de competencies 

mum p#ro cabe recordar que se trata de principios 
estructúralas del sistema, no de noraas atribuidas de 
coapetencias. 

*•• II conjunto de competencias asumidas por las 
Comunidades Autonouas mediante sus respectivos Estatutos 
de Autonoaia delimitan al ámbito de capacidad de dicha 
instancia estatal. En este sentido, y en relación a la 
esfera local, vid. SALAS, J.: "El teaa de las 
competencias...", op. cit., pag.321. fcn este ámbito es 
posible ia adopción de políticas propias, es decir, ia 
fijación de unos objetivos propios y la correspondiente 
determinación de los instrumentos necesarios, ti reparto 
competencia!, como ha señalada K1VEKÜ LANAS, deja un 
margan a los Podares Públicos para formular una política 
económica en el territorio autonómico an» "La actuación 
da los poderes públicos anta la crisis con especial 
atención a las Coaunidades Autónoaas , en la obra 
colectiva fei UBCOCnQ OBl fTÉBl10 Y flfl ,la SfgurIfla« ¿QCla1 
aula it grilli aconOiuca. Zas Jornadas da la Facultad de 
Derecho, Hadrid, 1884, pág. 284. 

«** Sant. T.C. §§/«•§. 
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asignadas a los diferentes niveles territoriale», deben 

establecerse secanisno.s de actuición conjunta. La acción 

unitaria puede responder tanto a ia necesidad de asegurar 

•n\ tratar. i«?n to ii:¡it-«rae de üeterainau<js problemas cono a 

la ispysibi4idad de escindir diferentes facetas de la 

intervención públic« o a is interdependencia o 

couplesentari«dad de las diferentes actuaciones a 

real iaar •••, 

a*© <len«raásente, hasta el momento» ia existencia de 
estas situaciones tácticas, ia conducido a la asunción de 
cospetencias por el Estado. Vid. S.T.C. IVH/iäSS y 
2Í/W85. Las cospetencias autonómicas nan quedado 
capidisainuidas y relegadas a cuestiones Marginales. 11 
casino de ia cooperación y búsqueda de soluciones 
conjuntas no parece haberte iniciado todavía, actuación 
conjunta que en casbio si se ha seguido para afrontar el 
problema ais grave de la econoala en la actualidad, el 
paro. Vid los diferentes Convenios de Colaboración 
celebrados entre el Niniíterio del Trabajo y Seguridad 
Social y los diferentes gobiernos autonómicos, por 
ejeapio, Resolución de 11 de abril de íytítí. de la 
Secretaria General Técnica, por la que se da publicidad 
ai Convenio de Colaboración entre el Ministerio de 
Trabajo y Ssguridad Social y el Gobierno de la Coaunidad 
Autónoaa dal Principado de ásturias para ia coordinación 
de la política de eapieo. In dicho texto, partiendo del 
principio de colaboración, se afiraa que "a) la 
coordinación resulta particuiaraente necesaria en el 
áabito de las actuaciones de fomento del empleo, estando 
ambos poderes público»; obligados a practicar una política 
orientada ai pleno eapieo de acuerdo con el art. 40.C .b) 
Por ello resulta especialmente positivo que el Gobierno y 
el Principado de ásturias colaboren en la puesta en 
práctica de las diferentes aedidas de foaento del eapieo. 
c) Aabas partes coinciden en ia necesidad de aunar 
esfuerzos para el lanteniaiento y ia creación de espieos 
en el ejercicio de »us respectives áreas d« actuación, d) 
Tal nacesldsd aconseja que las actuación«« da foaento del 
Principado de Asturias resulten echarontea SUB U 
politic» dal goniiir.ta del Estado en orden a lograr la 
say or aficaci« de aabaa en la tíanmmnucián da c-b.iaUVQa 
camunmm' Loa sutrsysdos eon nueatroa • indican los 
aspeotoa qua caracterizan laa relaciones ds colaboración 
al expreaar con claridad la función da loa sisaos. 
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